


Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires
PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Su satisfacción por la reciente promulgación por el Gobierno Nacional de la Ley  Nº 26.202 que ratifica la Convención Internacional sobre la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. 
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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires
FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene como finalidad declarar la satisfacción de este Honorable cuerpo por la aprobación, mediante Ley Nacional 26.202, promulgada el 10/01/2007 de la Convención Internacional sobre la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1990.

En todo el mundo de hoy, millones de personas se encuentran en migración, viviendo o tratando de vivir en países extranjeros. En algunos casos ese movimiento es voluntario: la gente cruza fronteras por razones de trabajo, estudios o familia. En un número mucho mayor de casos, la migración es forzosa, ya que se trata de gente que huye de disturbios o guerras, o va en búsqueda de tierra labrantía aprovechable o empleo que le permita sobrevivir.

El desplazamiento demográfico se ha venido acelerando estos últimos años. Al mismo tiempo, la típica reacción ante los migrantes y otras personas desplazadas se ha degradado y de la aceptación y ayuda ha pasado a la hostilidad y rechazo.

Los derechos humanos fundamentales de los migrantes son violados o ignorados con demasiada facilidad. Esto ocurre principalmente con los que no pueden incluirse en ninguna de las categorías (por ejemplo, ciudadano, refugiado, trabajador extranjero registrado o estudiante) que normalmente garantizan la protección legal. La violación de sus derechos contribuye a una mayor desintegración social y a la pérdida gradual del respeto a la ley.

Reconociendo la necesidad de definir explícitamente y defender los derechos humanos de los migrantes, las Naciones Unidas establecieron la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares. Este instrumento fue aprobado el 18 de diciembre de 1990 por la Asamblea general de la ONU y promulgado por el Gobierno Argentino el pasado 10 de Enero.

Dicha ratificación representa un paso muy importante por parte de la Argentina, dada la visión integradora con la cual la Convención aborda el tema de los derechos de los trabajadores migratorios, la familia del migrante y la situación de las mujeres y los niños. 

 La Argentina se suma así a los países sudamericanos que ya han ratificado la Convención, como Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Perú y Uruguay, siendo una de las subregiones con mayor número de ratificaciones.

La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de los Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (CTM), es el único tratado de derechos humanos adoptado por las Naciones Unidas con el objetivo de proteger a un conjunto de individuos que se encuentran, a menudo, en situaciones de vulnerabilidad por hallarse fuera de su Estado de origen. Este modelo de convención internacional que consolida los derechos de un grupo específico de personas ha sido aplicado en otros dos grupos de personas: mujeres y niños. La Convención es claramente un Tratado de Derechos Humanos, y no de gestión migratoria, ni de lucha contra la criminalidad. Cabe destacar la existencia de otros tratados similares elaborados por la Organización Internacional del Trabajo pero que son más restrictivos en su marco, y sólo se aplican a trabajadores documentados.   

Tal como lo han hecho la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño, la CTM reitera algunos derechos fundamentales, aplicables a los trabajadores migratorios y a los miembros de sus familias, incluidos en los tratados internacionales principales de derechos humanos sobre derechos civiles y políticos, derechos económicos, sociales y culturales, y la lucha contra el racismo y la tortura.  

Entre estos derechos fundamentales, cabe destacar los derechos no derogables, como el derecho a la vida (Art. 9), la protección frente a la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 10), la libertad de pensamiento, conciencia y religión (art. 12), el derecho a la libertad y seguridad personales y a la protección contra la detención arbitraria (art. 16), la protección contra la esclavitud, servidumbre, o trabajo forzoso u obligatorio (art.11), y el derecho a un proceso con todas las garantías (art. 18). Constituyen el núcleo duro de derechos aplicables a los seres humanos, y por consiguiente a los trabajadores migratorios, tanto documentados como indocumentados. 

Además de recopilar los derechos que la comunidad internacional ha reconocido como los que todos podemos gozar sin discriminación,  la Convención pone hincapié en derechos sociales como derechos a condiciones de trabajo justas y favorables; a la salud (incluso derechos a servicios de emergencia para los indocumentados); a la educación para los hijos.  Abarca también derechos específicos a la situación de los migrantes: medidas para facilitar las remesas a sus familiares (Artículos 32 y 47); protección contra la destrucción, o la confiscación, de documentos de identidad por representantes de las autoridades o por patrones (Art. 21); protección contra la expulsión colectiva (Art. 22, 56); acceso a asistencia de su consulado en caso de detención (Art. 16); obligación para los empleadores de cumplir con obligaciones jurídica y contractuales y de ofrecer igualdad de trato y de otras condiciones laborales a trabajadores indocumentados (Art. 25), pago de los salarios y otras prestaciones incluso en caso de expulsión (Art. 22), etc.  En contraparte, no da acceso a ciertos derechos civiles, reservados a los ciudadanos del país anfitrión, como participación a elecciones nacionales en el país de acogida (pero sí alienta participación a escala local).  

La Convención abarca una sección sobre la promoción de condiciones satisfactorias, equitativas, dignas y lícitas en relación con la migración internacional de los trabajadores y sus familiares que fomenta la cooperación internacional.  Incluye por ejemplo el suministro de información a empleadores y trabajadores acerca de las políticas, leyes y reglamentos relativos a la migración, la regulación de las operaciones para la contratación de trabajadores migratorios (Art.: 65 y 66) y el tráfico de personas.   

Por medio de la ratificación nuestro país ha asumido un compromiso muy importante, ya que el mismo acto de ratificación es un pronunciamiento por medio del cual el país anuncia que los extranjeros en su territorio también tienen humanidad, y también tienen derechos. Para que los derechos, dignidad e integridad de nuestros propios ciudadanos, sean respetados tanto dentro como fuera de nuestro territorio, debemos fortalecer el respeto hacia los derechos de los no nacionales que habitan nuestro territorio, incluyendo los trabajadores migrantes. El modo como tratamos al extranjero nos da la medida de nuestra humanidad, y cabe dentro del marco del estado de derecho.  No podemos invocar el imperio y la protección de la ley para una categoría de población, y no para la otra.  Esto significaría la puerta abierta a la impunidad.  

                 Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Diputados, se sirvan acompañar con su voto la presente iniciativa. 
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